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Undécima Época  
Núm. de Registro:  2024831 
Instancia:  Primera Sala 
Fuente:  Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s):  Jurisprudencia (Común) 
Tesis:   1a./J. 85/2022 (11a.) 
 
CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. NO 
IMPLICA QUE DEBA EJERCERSE SIEMPRE, SIN CONSIDERAR PRESUPUESTOS 
FORMALES Y MATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES 
INTENTADAS. 
 
Hechos: En un juicio ordinario civil se demandó, entre otras cuestiones, la nulidad de un 
contrato de prestación de servicios profesionales que involucró el acto traslativo de dominio 
de un bien inmueble, en tanto que el demandado reconvino la acción pro forma. El Juez de 
primera instancia desestimó ambas pretensiones. En contra de esa resolución, ambas partes 
interpusieron sendos recursos de apelación, y al resolverlos el Tribunal de Alzada modificó la 
sentencia recurrida. En contra de esa resolución, el demandado promovió juicio de amparo 
directo en el que formuló diversos conceptos de violación, entre ellos, el relativo a la 
inconstitucionalidad del artículo 2150 del Código Civil para el Estado de Baja California, cuya 
resolución constituye la materia de estudio en el presente amparo directo en revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que 
los Jueces y las Juezas, en el ámbito de su competencia, antes de proceder al control ex 
officio de constitucionalidad y convencionalidad, deben resolver cualquier problema 
relacionado con los presupuestos de procedencia o de admisibilidad de las acciones que las 
partes promueven. 
 
Justificación: La expresión "ex officio" que se predica del control judicial significa que los 
Jueces tienen la facultad de controlar las normas que van a aplicar de cara a la Constitución 
y a los tratados internacionales sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea 
Parte, por el simple hecho de ser Jueces o Juezas, pero no que necesariamente deban hacer 
ese control en tres pasos (interpretación conforme en sentido amplio, interpretación conforme 
en sentido estricto e inaplicación) en todos los casos, sino en aquellos en los que, de forma 
incidental, sea solicitado por las partes o adviertan que la norma amerita dicho control, sin 
hacer a un lado los presupuestos formales y materiales de admisibilidad. Al respecto, la propia 
Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que: "No implica que ese control 
deba ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos formales y materiales de 
admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones". 
 
PRIMERA SALA. 
  
Amparo directo en revisión 2283/2013. Roberto Esteban Chávez Salinas. 23 de marzo de 
2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, 
pero se aparta de algunos párrafos, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien está con el sentido, 
pero se aparta de algunos párrafos, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
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Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco 
Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 85/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de ocho de junio de dos mil veintidós. 
 
 
Enlace: 
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsem/paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=&Apendice=&Expresion=2024831&Domi
nio=Rubro,Texto&TA_TJ=&Orden=3&Clase=DetalleSemanarioBusquedaBL&Tablero=-
100|2&Parte=&NumTE=1&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-
100&Index=0&SemanaId=202232&ID=2024831&Hit=1&IDs=2024831 
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Undécima Época  
Núm. de Registro:  2024849 
Instancia:  Primera Sala  
Fuente:  Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s):  Jurisprudencia (Civil) 
Tesis:   1a./J. 82/2022 (11a.) 
 
IMPROCEDENCIA DE LA VÍA. AL ANALIZARLA LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
NO PUEDEN IGNORAR PRESUPUESTOS PROCESALES QUE HAN ADQUIRIDO LA 
NATURALEZA DE COSA JUZGADA, COMO LO ES LA COMPETENCIA. 
 
Hechos: En un juicio de amparo indirecto la quejosa reclamó la resolución de un tribunal 
administrativo en la que aceptó la competencia declinada de oficio por una Sala del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado de Morelos, al conocer del recurso de apelación interpuesto 
en contra de una sentencia emitida en un procedimiento mercantil. El Juez de Distrito estimó 
incorrecta la declinación de competencia, pues las cuestiones competenciales no se habían 
planteado vía excepción, de ahí que no podían ser invocadas oficiosamente. El Tribunal 
Colegiado de Circuito del conocimiento confirmó la determinación y en su cumplimiento, la 
Sala dictó nuevamente sentencia resolviendo la contienda. Por lo anterior, se promovió 
amparo directo, en el cual el Tribunal Colegiado concedió la protección constitucional y 
determinó que si bien había cosa juzgada sobre la cuestión competencial, la vía intentada era 
improcedente, pues la litis era de naturaleza administrativa, con base en un criterio 
jurisprudencial de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitido con 
posterioridad a la primera sentencia de amparo, dejando a salvo los derechos del recurrente 
para hacerlos valer en sede administrativa. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que 
en la decisión vinculada con la improcedencia de la vía, los órganos jurisdiccionales no pueden 
ignorar presupuestos procesales que han adquirido la naturaleza de cosa juzgada, como lo es 
la competencia, pues cuando una autoridad los desconoce causa una situación de inseguridad 
jurídica en las personas sujetas a la jurisdicción del Estado con respecto a cuestiones que ya 
eran irrebatibles, indiscutibles e inmodificables. 
 
Justificación: Lo anterior es así, porque aun cuando se reconoció que la competencia para 
conocer del asunto fue definida en la materia mercantil por lo resuelto en un juicio de amparo 
indirecto previo, lo que se confirmó en el recurso de revisión, el Tribunal Colegiado de Circuito 
analizó la improcedencia de la vía, insistió que el asunto era de naturaleza administrativa, dejó 
a salvo los derechos para instar a esa instancia. Con esta decisión, el Tribunal Colegiado de 
Circuito obligó al recurrente a acudir ante un tribunal distinto al que se declaró competente por 
resolución con carácter de cosa juzgada, con violación al artículo 17 constitucional y 
desconociendo lo que se estableció en relación con el principio de tutela judicial efectiva. La 
interpretación del Tribunal Colegiado también violentó el principio de seguridad jurídica, pues 
al decretar la improcedencia de la vía mercantil, privó al recurrente del derecho adquirido a 
acudir ante un Juez competente, congruente además con el principio de impartición de justicia 
pronta y expedita, pues al tratarse de una cuestión inmodificable, las personas sujetas a la 
jurisdicción del Estado tienen certeza sobre la competencia por razón de la materia que opera 
en el caso y de las consecuencias que ello apareja, aunado a que permite que el asunto sea 
resuelto de manera más rápida, toda vez que la competencia ya no podía ser objeto de 
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análisis. Además, el Tribunal Colegiado no tomó en consideración que el Código de Comercio, 
cuando se refiere a las cuestiones de vía, no autoriza a los órganos jurisdiccionales para que 
dicha variación se haga por razón de materia, sino en atención a las vías privilegiadas 
(ejecutiva, oral y especiales), como lo sostiene la jurisprudencia 1a./J. 5/2009 de esta Primera 
Sala, de rubro: "IMPROCEDENCIA DE LA VÍA. LA REGLA CONTENIDA EN EL SEGUNDO 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 1127 DEL CÓDIGO DE COMERCIO ESTÁ CIRCUNSCRITA A 
LOS JUICIOS MERCANTILES, POR LO QUE ES INAPLICABLE A CONTROVERSIAS DE 
OTRA NATURALEZA." 
 
PRIMERA SALA. 
  
Amparo directo en revisión 1364/2021. Organismo Público Descentralizado denominado 
Servicios de Salud de Morelos. 17 de noviembre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido pero se separa de las consideraciones 
contenidas en la presente tesis, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 5/2009 citada, se publicó en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, febrero de 2009, página 164, con 
número de registro digital: 167917. 
 
Tesis de jurisprudencia 82/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de ocho de junio de dos mil veintidós. 
 
 
Enlace: 
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsem/paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=&Apendice=&Expresion=2024849&Domi
nio=Rubro,Texto&TA_TJ=&Orden=3&Clase=DetalleSemanarioBusquedaBL&Tablero=-
100|2&Parte=&NumTE=1&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-
100&Index=0&SemanaId=202232&ID=2024849&Hit=1&IDs=2024849 
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Undécima Época  
Núm. de Registro:  2024838 
Instancia:  Tribunales Colegiados de Circuito  
Fuente:  Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s):  Tesis Aislada (Constitucional) 
Tesis:   I.3o.C.1 CS (11a.) 
 
DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. LOS TRIBUNALES NACIONALES 
ESTÁN OBLIGADOS A PROVEER LAS MEDIDAS NECESARIAS Y PERTINENTES 
DENTRO DE SUS COMPETENCIAS PARA GARANTIZARLO. 
 
Hechos: Una compañía aseguradora fue condenada en un juicio oral mercantil a pagar la 
indemnización prevista en el contrato de seguro; al acudir al amparo contra la sentencia 
correspondiente le fue negado, entre otros motivos, porque no acreditó por escrito haber 
entregado las condiciones generales del seguro, en términos del artículo 7o. de la Ley sobre 
el Contrato de Seguro. Asimismo, el tribunal estimó que esa constancia de entrega puede 
demostrarse por medios electrónicos y no únicamente en papel, como medida de protección 
al medio ambiente, y ordenó dar vista a la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas para que, 
si tiene a bien, examine su regulación o emita la que considere adecuada y reflexione sobre 
la importancia de que las aseguradoras y asegurados, en la medida de lo posible, transiten a 
una era "sin papel" para que con los candados digitales necesarios y firmas electrónicas o 
claves de acceso, los juzgadores puedan constatar que los asegurados conocieron los 
términos de las pólizas de seguros y cualquier otro trámite que realicen. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que los tribunales nacionales 
están obligados, dentro de su ámbito competencial, a proveer todas las medidas necesarias y 
pertinentes para garantizar el derecho humano a un medio ambiente sano, previsto en el 
párrafo quinto del artículo 4o. de la Constitución General, sin importar la materia de su 
especialización ni su fuero territorial, de acuerdo con los deberes y responsabilidades que a 
cada autoridad competen en términos de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente. Esto implica que el órgano jurisdiccional está facultado para dar vista 
a las autoridades que no tienen una reglamentación favorable al ambiente para que, de así 
estimarlo en el ámbito de sus competencias, puedan considerarlo. 
 
Justificación: Lo anterior, porque actualmente la humanidad enfrenta uno de sus mayores 
retos con el deterioro del medio ambiente, pues por más avances que se han obtenido y aun 
con el esfuerzo que han realizado los Estados en sus políticas internas, así como a partir de 
la cooperación internacional, el cambio climático y la sobre explotación ecológica han 
ocasionado graves daños a nuestro planeta los cuales, incluso, amenazan con cambiar por 
completo la manera en la que vivimos. En ese sentido, la Constitución General reconoce en 
el párrafo quinto de su artículo 4o. el derecho humano a un medio ambiente sano. Lo anterior 
es de suma importancia, pues en términos del artículo 1o. constitucional, este órgano 
jurisdiccional está obligado a promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
en el ámbito de sus competencias, lo que hace a través de este criterio, pues para los actos 
jurídicos mencionados se sugiere acudir a los medios electrónicos, con el propósito de sustituir 
el papel y otros impresos por la tecnología digital, a fin de vigilar el adecuado manejo de los 
recursos materiales e insumos, así como fomentar la protección al medio ambiente. Por lo que 
respecta a la vista a las autoridades administrativas, cabe señalar que la división funcional de 
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atribuciones que establece el artículo 49 constitucional no opera de manera rígida, sino 
flexible, ya que el reparto competencial de cada uno de los Poderes implica coordinación o 
colaboración para lograr un equilibrio de fuerzas y un control recíproco que logre beneficios 
en temas relevantes y que afecten a la sociedad mexicana, así como para ejercer sus 
facultades para garantizar los derechos humanos contenidos en la Constitución General, entre 
ellos, el relativo a un medio ambiente sano, que debe ser protegido y reparada su violación en 
su mayor amplitud. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
  
Amparo directo 653/2021. Quálitas Compañía de Seguros, S.A. de C.V. 19 de enero de 2022. 
Unanimidad de votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Miguel Ángel Vadillo 
Romero. 
 
 
Enlace: 
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsem/paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=&Apendice=&Expresion=2024838&Domi
nio=Rubro,Texto&TA_TJ=&Orden=3&Clase=DetalleSemanarioBusquedaBL&Tablero=-
100|2&Parte=&NumTE=1&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-
100&Index=0&SemanaId=202232&ID=2024838&Hit=1&IDs=2024838 
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Undécima Época  
Núm. de Registro:  2024858 
Instancia:  Tribunales Colegiados de Circuito  
Fuente:  Semanario Judicial de la Federación 
Materia(s):  Tesis Aislada (Común) 
Tesis:   XVII.1o.C.T.1 K (11a.) 
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE 
OTORGARLA CUANDO IMPLIQUE LA EXISTENCIA INJUSTIFICADA DE DOS 
SUSPENSIONES SOBRE EL MISMO ACTO DE EJECUCIÓN RECLAMADO, PUES ELLO 
SERÍA CONTRARIO AL ORDEN PÚBLICO Y ACTUALIZA LA REGLA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 145 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Hechos: El quejoso promovió juicio de amparo indirecto en el que precisó como antecedentes 
que es demandado en un juicio ejecutivo mercantil que se encuentra en etapa de ejecución y 
ya se celebró la audiencia de remate de un inmueble del que se ostentó como propietario, por 
lo que señaló como acto reclamado la inminente orden de privarlo de dicho bien y solicitó la 
suspensión provisional. El Juez de Distrito determinó conceder la medida para que no fuera 
privado del bien, sin destacar como hecho notorio del Sistema Integral de Seguimiento de 
Expedientes (SISE) del Poder Judicial de la Federación, que en el índice del mismo Juzgado 
de Distrito obra diverso juicio de amparo promovido con antelación, en el que una quejosa 
distinta reclamó la orden de desposesión del inmueble referido, emitida en el mismo 
expediente natural y por el propio Juez responsable, pues adujo que tenía la posesión derivada 
de un contrato de comodato ratificado ante notario público, que celebraron ella como 
comodataria y el ahora peticionario de amparo como comodante; por lo que en el incidente 
derivado de dicho procedimiento ya se había otorgado la suspensión provisional para el efecto 
de que la quejosa no fuera desposeída del bien. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que es improcedente el 
otorgamiento de la suspensión provisional solicitada en el segundo juicio de amparo, cuando 
implique la existencia injustificada de dos suspensiones sobre el mismo acto de ejecución 
reclamado, pues ello sería contrario al orden público y actualiza la regla prevista en el artículo 
145 de la Ley de Amparo. 
 
Justificación: El artículo 145 referido establece que cuando apareciere debidamente probado 
que ya se resolvió sobre la suspensión en otro juicio de amparo, promovido con anterioridad 
por el mismo quejoso o por otra persona en su nombre o representación, contra el mismo acto 
reclamado y contra las propias autoridades, se declarará sin materia el incidente de 
suspensión; la finalidad de ese precepto consiste en evitar el abuso del juicio constitucional, 
esto es, impedir que se convierta en un mecanismo que mediante la suspensión del acto 
reclamado impida, por ejemplo, la ejecución de las sentencias injustificadamente, porque ello 
destruiría su naturaleza como recurso judicial efectivo, reconocido en el artículo 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Así, cuando existan diversos juicios de 
amparo instados por distintas personas buscando la paralización del mismo procedimiento de 
ejecución, es necesario que el juzgador de amparo evalúe las condiciones fácticas del caso, 
a fin de determinar si la promoción de aquéllos (con la pretensión de obtener múltiples 
suspensiones provisionales o definitivas) arroja un beneficio material a la parte ejecutada, al 
grado que haga probable que dicho proceder obedezca a una estrategia litigiosa que detenga 
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el procedimiento de ejecución, en la medida en que siempre habrá una suspensión provisional 
o definitiva que impida el cumplimiento de la sentencia, cuestión que se actualiza cuando 
existen elementos objetivos que permiten sostener la probabilidad de dicha situación, como 
los siguientes: (i) existencia de un contrato de comodato celebrado antes de la promoción del 
segundo juicio de amparo; (ii) quien promueve el segundo juicio de amparo tiene el carácter 
de tercero interesado en el juicio de amparo promovido en primer lugar; (iii) el contrato de 
comodato fue ratificado ante notario público en una fecha posterior al inicio del procedimiento 
de origen (que se encuentra en la etapa de ejecución de sentencia); (iv) el contrato es de 
naturaleza gratuita; y, (v) se actualiza la figura de la causahabiencia entre los quejosos de los 
dos juicios de amparo; datos de los que se advierte una base objetiva para afirmar, de manera 
probable, que con independencia de que el primer juicio de amparo haya sido promovido por 
quien tiene el carácter de comodataria (causahabiente) y el segundo por el comodante 
(causante), lo cierto es que el cúmulo de indicios permite aseverar de manera válida que el 
otorgamiento de la suspensión en el segundo juicio sería contrario al orden público, en la 
medida en que se permitiría injustificadamente la existencia de dos suspensiones sobre el 
mismo acto (ejecución de sentencia), cuando existe una base objetiva que revela que, por las 
circunstancias fácticas, el quejoso en el segundo juicio (comodante) se encuentra relacionado 
procesalmente con el primero, promovido por la comodataria, toda vez que le asiste el carácter 
de tercero interesado y, por otro lado, tiene conocimiento sobre la existencia del contrato de 
comodato, dado que participó en el otorgamiento del mismo e, incluso, al tener el carácter de 
parte formal en el juicio de origen puede afirmarse que sabía que ese contrato se celebró 
después del inicio de un juicio en su contra, por lo que resultan elementos suficientes para 
concluir que el otorgamiento de la suspensión sería contrario al orden público y actualiza la 
regla prevista en el artículo 145 de la Ley de Amparo, en tal virtud, corresponde declarar sin 
materia el incidente de suspensión tramitado en segundo lugar. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
  
Queja 37/2022. 8 de marzo de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Alberto González 
Ferreiro. Secretaria: Brenda Nohemí Rodríguez Lara. 
 
 
Enlace: 
https://sjf.scjn.gob.mx/sjfsem/paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epoca=&Apendice=&Expresion=2024858&Domi
nio=Rubro,Texto&TA_TJ=&Orden=3&Clase=DetalleSemanarioBusquedaBL&Tablero=-
100|2&Parte=&NumTE=1&Epp=20&Desde=-100&Hasta=-
100&Index=0&SemanaId=202232&ID=2024858&Hit=1&IDs=2024858 


